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DICTAMEN 441/2024 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 3 de octubre de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el anteproyecto de ley de medidas 
tributarias, financieras y administrativas. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el mismo día, se procedió a 
darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo con el número 
de referencia 441/2024, iniciándose el cómputo del plazo para la emisión del 
dictamen, por vía de urgencia, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento 
de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. S. de Vega. 

 
Primero.- El anteproyecto. 
 
El anteproyecto de ley sometido a consulta consta de una exposición de 

motivos, diez artículos (divididos en tres títulos), una disposición adicional, una 
disposición derogatoria y tres disposiciones finales. 

 
El texto articulado se estructura de la siguiente manera: 
 
A) Título I. Medidas tributarias. 
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a) Capítulo I. Tributos propios y cedidos. 
 
- Artículo 1. Modificación del texto refundido de las disposiciones 

legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de tributos propios y 
cedidos, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2013, de 12 de septiembre. Se 
modifican el artículo 1, el apartado 1 del artículo 2, el apartado 6 del artículo 
4, el artículo 5, el artículo 6, el artículo 7, la letra g) del artículo 9, el artículo 
10, la letra b) del artículo 16; y se incorporan un nuevo artículo 7 bis, y un 
nuevo apartado 3 bis al artículo 25. 

 
b) Capítulo II. Tasas y precios públicos de la Comunidad de Castilla y 

León. 
 

- Artículo 2. Modificación de la Ley 12/2001, de 20 de diciembre, 
de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad de Castilla y León. Se modifican 
los artículos 17, 59, 61, 63, 78 y 201; y se incorporan un nuevo apartado 6 al 
artículo 7, un nuevo apartado 8 al artículo 66, un nuevo apartado 6 al artículo 
71, y un nuevo apartado 6 al artículo 81. 

 
- Artículo 3. Modificación de la Ley 2/2023, de 9 de noviembre, 

de bonificaciones fiscales de tasas de veterinarias. La disposición adicional única 
para a ser la disposición adicional primera y se incorpora una nueva disposición 
adicional segunda. 
 

c) Capítulo III. Participación de las entidades locales en los impuestos 
propios de la Comunidad de Castilla y León. 
 

- Artículo 4. Modificación de la Ley 10/2014, de 22 de diciembre, 
de Medidas Tributarias y de Financiación de las Entidades Locales vinculada a 
ingresos impositivos de la Comunidad de Castilla y León. Se modifica el artículo 
5. 

 
B) Título II. Medidas financieras. 

 
- Artículo 5. Modificación de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 

Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León. Se modifican 
el apartado 2 del artículo 109, y el artículo 124. 

 
 C) Título III. Medidas administrativas. 

 
a) Capítulo I. Medidas organizativas. 



 

 3 

 
- Artículo 6. Modificación de la Ley 11/2006, de 26 de octubre, 

del patrimonio de la Comunidad de Castilla y León. Se modifican los artículos 
152 y 153. 

 
- Artículo 7. Modificación del texto refundido de la Ley de 

Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por el Decreto Legislativo 
1/2015, de 12 de noviembre. Se modifican el apartado 2 del artículo 61 y el 
apartado 1 del artículo 62. 

 
b) Capítulo II. Medidas relativas a subvenciones y otras aportaciones. 

 
- Artículo 8. Modificación de la Ley 13/2005, de 27 de diciembre, 

de Medidas Financieras. Se modifica el apartado 1 del artículo 54. 
 
- Artículo 9. Modificación de la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, 

de Subvenciones de la Comunidad de Castilla y León. Se modifican el apartado 
3 del artículo 33 y el apartado 2 del artículo 37. 

 
- Artículo 10. Modificación del texto refundido de las normas 

vigentes sobre aportaciones económicas distintas a las subvenciones, aprobado 
por el Decreto legislativo 1/2009, de 18 de junio. Se modifica el artículo 3. 

 
La disposición adicional establece que “En el año 2025, la dotación del 

Fondo de participación en los impuestos propios de la Comunidad de Castilla 
y León previsto en la Ley 10/2014, de 22 de diciembre, no podrá ser inferior, 
en ningún caso, a la presupuestada en 2024 incrementada en un 3%”. Y que 
“En todo caso, la dotación del Fondo para cada año sucesivo no podrá ser 
inferior a la presupuestada en el año 2025”. 

 
La disposición derogatoria, además de incluir la cláusula genérica de 

derogación de cuantas normas de igual o inferior rango que se opongan o 
contradigan la nueva ley, abroga de forma expresa la disposición adicional 
séptima de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público 
de la Comunidad de Castilla y León, y el apartado 3 de la disposición adicional 
cuarta de la Ley 5/2008, de 25 de septiembre, de subvenciones de la Comunidad 
de Castilla y León. 

  
La disposición final primera modifica la disposición adicional cuarta de 

la Ley 7/2015, de 30 de diciembre, de Medidas Tributarias. La segunda habilita 
a la Junta de Castilla y León para el desarrollo reglamentario de la ley. Y la 
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tercera prevé la entrada en vigor de la ley el día siguiente al de su publicación 
en el Boletín Oficial de Castilla y León.  

 
Segundo.- El expediente remitido. 

 
En el expediente que acompaña al anteproyecto de ley, además de un 

índice de los documentos que lo integran, figuran los siguientes: 
 

- Documento que acredita que la Comisión Delegada de Gobierno 
ha conocido el anteproyecto de ley el 20 de junio de 2024, con carácter previo 
al inicio de su tramitación, conforme al artículo 5.1.c) del Decreto 19/2022, de 
26 de mayo, por el que se crea y regula la Comisión Delegada del Gobierno. 
 

- Documentación acreditativa de la concesión del trámite de 
audiencia a las consejerías, en cumplimiento de lo previsto en el artículo 75.6 
de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León. Han realizado propuestas y observaciones la 
Consejería de la Presidencia, la de Medio Ambiente, Vivienda y Ordenación del 
Territorio, la de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural, y la de Educación. 
La Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades ha emitido el 23 de julio 
de 2024 el informe sobre los impactos de la norma en la infancia, en la 
adolescencia, en la familia, en la discapacidad y en el género. Las consejerías 
de Industria, Comercio y Empleo, de Movilidad y Transformación Digital, de 
Sanidad y de Cultura y Turismo han comunicado que no formulan sugerencias. 

 
- Memoria de las propuestas en materia tributaria para el 

anteproyecto de ley de medidas de 2025, emitida por la Dirección General de 
Tributos y Financiación Autonómica el 18 de julio de 2024.  

 
- Certificado de la secretaria del Pleno del Consejo Regional de 

Medio Ambiente de Castilla y León de 5 de agosto de 2024, en el que hace 
constar que en la reunión celebrada de forma telemática el 26 de julio de 2024 
se ha debatido y se ha informado favorablemente la propuesta de modificación 
del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, 
aprobado por el Decreto Legislativo 1/2015 de 12 de noviembre. En dicho 
certificado se deja constancia de las intervenciones realizadas en la reunión y 
del sentido de las votaciones. 

 
- Informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos de 1 de agosto 

de 2024, emitido al amparo del artículo 4.2.a) de la Ley 6/2003, de 3 de abril, 
reguladora de la Asistencia Jurídica a la Comunidad de Castilla y León.   
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- Informe de la Dirección General de Presupuestos, Fondos 

Europeos y Estadística de la Consejería de Economía y Hacienda de 28 de 
agosto de 2024, emitido conforme a lo dispuesto en el artículo 76.2 de la Ley 
2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad 
de Castilla y León.  

 
  - Certificado del secretario del Consejo de Cooperación Local de 
10 de septiembre de 2024, en el que hace constar que en la reunión celebrada 
por este órgano el 10 de septiembre de 2024 se ha tomado conocimiento de 
la propuesta de modificación de la Ley 10/2014, de 22 de diciembre, de Medidas 
Tributarias y de Financiación de las Entidades Locales vinculada a ingresos 
impositivos de la Comunidad de Castilla y León en la ley de medidas tributarias, 
financieras y administrativas para 2025. Ello al amparo del artículo 97.a) de la 
Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León, y del Decreto 
6/2015, de 22 de enero, por el que se regula la organización y el funcionamiento 
del Consejo de Cooperación Local de Castilla y León. En el certificado se deja 
constancia de las intervenciones realizadas en la reunión. 
 

- Informe previo del Consejo Económico y Social de Castilla y 
León de 30 de septiembre de 2024, emitido de acuerdo con el artículo 3.1.a) 
de la Ley 13/1990, de 28 de noviembre, del Consejo Económico y Social. 
 
  - Anteproyecto de ley sometido a dictamen de este Consejo y los 
elaborados previamente en distintas fases de la tramitación, todos ellos sin 
fecha ni firma. 
 

- Memorias justificativas del anteproyecto, la final firmada por el 
secretario general de la Consejería de Economía y Hacienda el 2 de octubre 
de 2024. 

 
- Informe del secretario general de la Consejería de Economía y 

Hacienda de 2 de octubre de 2024. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 
 
El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.c) de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo al Pleno emitir el dictamen 
según lo establecido en el artículo 19.1 de dicha Ley. 

 
2ª.- Contenido del expediente. 

 
El procedimiento de elaboración de normas se regula en el capítulo III 

del título VI (artículos 75, 76 y 76 bis) de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del 
Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, en la 
redacción dada por la Ley 2/2017, de 4 de julio, de Medidas Tributarias y 
Administrativas. 

 
Como ha señalado este Consejo de forma reiterada, debe tenerse en 

cuenta que, si bien la Ley 1/2021, de 22 de febrero, de Medidas Tributarias, 
Financieras y Administrativas, modificó los artículos 75, 76 y 76 bis de la Ley 
3/2001, de 3 de julio, su disposición final vigesimoprimera dispuso que “Las 
previsiones del apartado 3 del artículo 4 por el que se modifican los artículos 
75, 76 y 76 bis de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León entrarán en vigor cuando 
se produzca el desarrollo reglamentario al que se refiere la nueva redacción 
del apartado 7 del artículo 76 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, que deberá 
producirse en el plazo máximo de un año desde la publicación de la presente 
ley en el Boletín Oficial de Castilla y León”.  

 
Junto a ello, hay que considerar que las disposiciones sobre el 

procedimiento de elaboración de las normas que contiene el título VI de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), no son de aplicación a la iniciativa legislativa 
de las comunidades autónomas, como la que se ejerce en este caso, de acuerdo 
con la sentencia 55/2018, de 24 de mayo, del Tribunal Constitucional. 

 
Transcurridos más de tres años y medio desde la aprobación de la Ley 

1/2021, de 22 de febrero, sin que se haya procedido al citado desarrollo 
reglamentario en el plazo ordenado, el problema se agudiza en relación con la 
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articulación de los trámites de participación ciudadana (consulta previa, 
audiencia e información pública), ya que los apartados 2 y 5 del artículo 75 de 
la redacción vigente de la Ley 3/2001 se remiten, en cuanto a los supuestos, 
forma y límites de su materialización, a lo previsto en la normativa reguladora 
del procedimiento administrativo común, esto es, a la regulación contenida en 
el título VI de la LPAC, que, como ya se ha indicado, no es aplicable a la 
iniciativa legislativa de las comunidades autónomas.  

 
Se advierte, no obstante, que la nueva redacción dada al artículo 76 (aún 

no vigente) contiene una regulación muy similar a la prevista en el artículo 133 
de la LPAC. Por ello, en aras de garantizar la seguridad jurídica en la aplicación 
de las normas, se reitera la necesidad de dotar de vigencia a la nueva redacción 
de los artículos 75, 76 y 76 bis de la Ley 3/2001, bien de forma autónoma 
incluyendo en este anteproyecto de ley la derogación o modificación del 
apartado 3 de la disposición final vigesimoprimera de la Ley 1/2021, de 22 de 
febrero, o bien mediante el obligado desarrollo reglamentario.  

 
Esta recomendación ya se realizó en la Memoria del Consejo Consultivo 

correspondiente al año 2023 y en el Dictamen 30/2024, de 1 de febrero, relativo 
al anteproyecto de ley de medidas tributarias, financieras y administrativas. 
Frente a dicha observación, en la Memoria justificativa remitida a las Cortes 
(https://sirdoc.ccyl.es/Biblioteca/Dosieres/DL201Medidas2024/pdfs/01-
%20Memoria%20del%20PL.pdf), página 69, se argumentó: “A este respecto 
indicar que se valorará a lo largo del 2024 la procedencia de tramitar el 
oportuno desarrollo reglamentario o bien dotar de vigencia la regulación de 
Ley 1/2021, de 22 de febrero sin necesidad de desarrollo posterior o bien 
derogar la citada regulación de la de Ley 1/2021, de 22 de febrero”; cuestión 
que no consta que se haya realizado, ya que la última actuación de la norma 
que se proyectaba, según figura en la huella normativa de la página web de 
la Junta de Castilla y León, data de noviembre de 2021 con la petición de 
informes a las consejerías. 

 
Sentado lo anterior, la Memoria señala que estos trámites (consulta 

previa, audiencia e información pública) no se han realizado por aplicación del 
artículo 133.4 de la LPAC, al concurrir una de las circunstancias previstas en 
dicho precepto. Así, señala que “El anteproyecto de ley de medidas no está 
sometido al trámite de consulta previa, al ser una norma que regula aspectos 
parciales e instrumentales; medidas algunas de ellas de carácter puramente 
ejecutivo y otras de carácter normativo, que, por su naturaleza, deben adoptar 
rango de ley”. Argumento que se recoge también en la exposición de motivos 
del anteproyecto. 
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Añade que el anteproyecto de ley de medidas no está sometido al 

trámite de participación ciudadana. Considera que no procede tal trámite con 
base en lo que dispone el artículo 17.d) de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, que establece “que 
no serán objeto de la participación que se regula en su título III, la ley de 
medidas tributarias, financieras y administrativas que acompañe a la ley de 
presupuestos generales de la Comunidad”. La Memoria indica: “En este sentido, 
conforme lo indicado, todas aquellos artículos de la presente ley que son 
contenido propio de una ley de acompañamiento de presupuestos por guardar 
directa relación con la misma no requieren ser objeto de participación ciudadana; 
es el caso de las disposiciones de carácter tributario (Título I) al afectar a los 
posibles ingresos de los que dispondrá la Comunidad, de las disposiciones de 
carácter financiero (Título II) que se refieren a la correcta ejecución y control 
presupuestario, así como determinadas medidas recogidas en el Título III 
(Medidas Administrativas) relativas a subvenciones y otras aportaciones al 
condicionar la ejecución presupuestaria dado el importante número de líneas 
de subvenciones y otras aportaciones y el elevado porcentaje del presupuesto 
anual que se dedica a este tipo de actuaciones. 
 

»Por otro lado, la letra e) del mismo artículo 17 establece que 
tampoco serán objeto de participación los proyectos de disposiciones que 
regulen órganos, cargos y autoridades, así como las estructuras orgánicas de 
la Administración de la Comunidad y sus organizaciones dependientes o adscritas 
a la misma. En base a ello, el resto de los preceptos del Título III (Medidas 
Administrativas), referidas a cuestiones organizativas tampoco han de ser objeto 
de participación”. 

 
De acuerdo con lo expuesto y teniendo en cuenta el contenido del 

anteproyecto de ley y la normativa vigente, puede considerarse justificada en 
este caso la no realización de los trámites de participación.  

 
Expuesto lo anterior, han de realizarse las siguientes observaciones: 
 

1.- Se deben incorporar al expediente los estudios y documentos 
previos, a los que se refiere el artículo 75.3 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, 
que hayan servido de base para la elaboración de la norma, que no constan, 
pero que posibilitarán conocer con detalle la problemática que se solventa con 
la regulación proyectada y las eventuales soluciones a la misma. Esta utilidad 
se acrecienta en una norma que, como la presente, afecta a diversas materias, 
y probablemente a un gran número destinatarios y situaciones, por lo que las 
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soluciones plasmadas en ella deben fundarse en juicios técnicos solventes que, 
sin duda, habrán de contribuir a otorgar certidumbre y, en definitiva, seguridad 
jurídica a su aplicación. 

 
En concreto, no consta el estudio referente a la repercusión sobre 

los presupuestos de las entidades locales que justificaría la inclusión de la 
disposición adicional cuarta en el anteproyecto. La memoria se limita a señalar 
que la inclusión de tal disposición adicional tiene “el objetivo de minimizar la 
pérdida de ingresos por parte de las entidades locales derivada de la supresión 
de un impuesto propio de la comunidad como es el impuesto sobre la eliminación 
de residuos en vertederos”. Si bien no se cuestiona tal afirmación, ésta debiera 
estar avalada y cuantificada en un estudio económico. 

  
2.- La Memoria se adecúa con carácter general a lo dispuesto en 

el artículo 75.3 de la Ley 3/2001, de 3 de julio (“en su redacción final, deberá 
contener el marco normativo en el que pretende incorporarse, la motivación 
sobre su necesidad y oportunidad, un estudio económico con referencia al coste 
al que dará lugar, en su caso, así como a su financiación, un resumen de las 
principales aportaciones recibidas durante la tramitación y cualquier otro aspecto 
que exija una norma con rango de ley o que se determine reglamentariamente”). 

 
Debe tenerse presente que la evaluación de impacto normativo no 

resulta preceptiva en este caso, a tenor del artículo 4.1.a) del Decreto 43/2010, 
de 7 de octubre, por el que se aprueban determinadas medidas de mejora en la 
calidad normativa de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, 
según el cual “(…) estarán sometidos a la evaluación del impacto normativo los 
procedimientos de elaboración de las siguientes disposiciones: Anteproyectos 
de ley, salvo los anteproyectos de presupuestos generales de la Comunidad y 
de medidas financieras”.  

 
Pese a esta falta de preceptividad, en este caso la Memoria, de 

acuerdo con el contenido de tal evaluación previsto en el artículo 4.2 del Decreto 
43/2010, da cuenta, aunque muy someramente, de la forma en que se han 
seguido los principios de calidad normativa; motiva la necesidad y oportunidad 
de la ley, así como su incidencia desde el punto de vista presupuestario y de 
impacto de género; y presta atención también a los impactos sobre la infancia, 
la adolescencia, la familia y la discapacidad, y al impacto medioambiental. 
 

3.- En cuanto al trámite de participación, ahora interna, cada 
consejería debe remitir los informes de los órganos colegiados adscritos a ella 
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que resulten preceptivos. Así, figuran los informes del Consejo Regional de 
Medio Ambiente, y del Consejo de Cooperación Local de Castilla y León. 

 
Sin embargo, habría sido conveniente que el apartado 10 del 

artículo 1 del anteproyecto se hubiera sometido al conocimiento del Consejo 
Agrario de Castilla y León. Dicho apartado modifica la letra b) del artículo 16 
del texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad de Castilla y 
León en materia de tributos propios y cedidos, que regula la reducción de la 
base imponible del impuesto sobre sucesiones por adquisición de explotaciones 
agrarias. La modificación, según la Memoria, amplía los beneficiarios de esta 
reducción “a cualquier persona física que a la fecha de fallecimiento del 
causante mantuviera una relación laboral a jornada completa dentro de la 
explotación agraria, con una antigüedad mínima acreditada de tres años. De 
este modo, se fomenta la continuidad de la actividad agraria en el medio rural 
evitando el cierre de explotaciones agrarias al fallecimiento de la persona 
titular de las mismas, y de forma genérica su dinamización demográfica y 
económica”. Dada la finalidad pretendida y su incidencia directa en el ámbito 
agrario y de desarrollo rural hubiera sido conveniente la intervención de este 
órgano consultivo al amparo del artículo 181.2 de la Ley 1/2014, de 19 de marzo, 
Agraria de Castilla y León. 

 
4.- El artículo 75.8 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, considera que 

el informe jurídico cierra la tramitación desarrollada con carácter previo a la 
solicitud de informe al Consejo Económico y Social o a este Consejo Consultivo. 
Señala en este sentido que “Una vez realizados los trámites previstos en los 
apartados anteriores, se solicitará con carácter preceptivo el informe de 
legalidad a los servicios jurídicos de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León”.  

 
Esta sucesión en la tramitación no se ha respetado en este caso. 

Como se ha expuesto en el antecedente segundo de este dictamen, tras el 
informe jurídico de 1 de agosto de 2024 se han incorporado al expediente el 
informe de la Dirección General de Presupuestos, Fondos Europeos y Estadística, 
de 28 de agosto de 2024, y las actuaciones del Pleno del Consejo Regional de 
Medio Ambiente (reunión de 18 de julio de 2024, cuyo certificado se expidió el 
5 de agosto) y del Consejo de Cooperación Local (reunión de 10 de septiembre 
de 2024, cuyo certificado se expidió el mismo día). 

 
Las aportaciones verificadas en estos trámites participativos, so 

pena de convertirlos en meras cargas burocráticas, deben tomarse en 
consideración durante la elaboración de la norma, para la incorporación a ella 
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o matización de sus previsiones, de resultar conveniente. Ello determina que 
sea el texto resultante de tal operación el que deba ser objeto de informe por 
los servicios jurídicos de la Comunidad. Debe recordarse que el informe de los 
servicios jurídicos constituye una garantía de la legalidad del proyecto 
normativo que se propone aprobar, por lo que dicho informe ha de emitirse 
sobre el último texto normativo que se haya elaborado antes de solicitar el 
informe de los órganos consultivos. De no hacerse así, se estaría eliminando, 
como ocurre en este caso, uno de los controles esenciales de legalidad del texto 
proyectado. Y ello debe ser objeto de serio reproche por parte de este Consejo. 

 
5.- Finalmente, en el procedimiento deberá observarse lo dispuesto 

en el artículo 7, apartados b) y d), de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, e incorporar 
al expediente justificación del trámite. Dicho precepto establece que “Las 
Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, publicarán: (…) 

 
»b) Los Anteproyectos de Ley y los proyectos de Decretos 

Legislativos cuya iniciativa les corresponda, cuando se soliciten los dictámenes 
a los órganos consultivos correspondientes. En el caso en que no sea preceptivo 
ningún dictamen la publicación se realizará en el momento de su aprobación. 
(…). 

 
»d) Las memorias e informes que conformen los expedientes 

de elaboración de los textos normativos, (…)”. 
 
Además, deben considerarse los documentos y contenidos 

adicionales que deban publicarse a tenor de la resolución de 20 de octubre de 
2020, de la Dirección General de Transparencia y Buen Gobierno, por la que 
se concretan las condiciones para la publicación de la huella normativa, en los 
plazos que la misma establece, e incorporar al expediente justificación de estos 
trámites. 

 
3ª.- Competencia de la Comunidad de Castilla y León. Carácter 

y contenido del anteproyecto. 
 
A) Competencia de la Comunidad de Castilla y León. 
 
Las competencias que ejerce la Comunidad de Castilla y León a través 

de este anteproyecto de ley se encuentran recogidas en distintas disposiciones 
normativas. Al margen las diferentes competencias sectoriales que amparan 
las modificaciones legales que acomete el anteproyecto en sus disposiciones 
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finales, las reformas de carácter tributario traen causa, básicamente, de la Ley 
22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación 
de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto 
de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, por remisión a 
ésta de la Ley 30/2010, de 16 de julio, del régimen de cesión de tributos del 
Estado a la Comunidad de Castilla y León y de fijación del alcance y condiciones 
de dicha cesión. 

 
Las modificaciones incluidas en el título I (“Medidas tributarias”), que 

afectan al texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad de 
Castilla y León en materia de tributos propios y cedidos, aprobado por el Decreto 
Legislativo 1/2013, de 12 de septiembre, y a la Ley 12/2001, de 20 de diciembre, 
de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad de Castilla y León, se efectúan en 
virtud de las competencias que el artículo 86.1, en relación con el artículo 84, 
ambos del Estatuto de Autonomía, atribuyen a la Comunidad Autónoma para 
legislar sobre ello, acomodando su regulación a lo establecido en la ley orgánica 
que regule la financiación de las comunidades autónomas. 

 
Por otra parte, las modificaciones legislativas incluidas en los títulos II 

y III (“Medidas financieras” y “Medidas administrativas”), que afectan a 
diversas leyes autonómicas, se justifican por la Administración autonómica en 
las competencias autonómicas sectoriales en virtud de las cuales se aprobaron 
las leyes objeto de modificación.  

 
B) Naturaleza y carácter del anteproyecto de ley: las leyes de medidas. 
 
Como indica la exposición de motivos del anteproyecto, “la presente ley 

recoge una serie de medidas referentes a aspectos tributarios, financieros, de 
gestión administrativa y de carácter organizativo, como complemento a la 
consecución de determinados objetivos de política económica que se contienen 
en Ley de Presupuestos de la Comunidad para el año 2025. Todo ello 
enmarcado en un contexto internacional en el que, a pesar de que persisten 
considerables incertidumbres de naturaleza geopolítica, en los últimos meses 
se ha observado mayor solidez en los datos de actividad económica junto con 
una recuperación de la confianza de los agentes económicos. Por lo que 
respecta al ámbito nacional, se ha producido un crecimiento de la actividad 
económica en el primer trimestre del presente año superior al crecimiento 
promedio de la Zona Euro. La demanda externa ha sido el principal motor de 
crecimiento, donde las exportaciones de servicios han mostrado una especial 
fortaleza. La demanda interna también ha evolucionado positivamente, con un 
cambio de tendencia de la inversión, tanto en bienes de equipo como en 
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construcción. Sin embargo, el consumo de los hogares mantiene un avance 
más lento debido sobre todo a la persistencia de la inflación y al mantenimiento 
de los tipos de interés en niveles elevados. En cuanto a la economía de Castilla 
y León, durante el último año ha seguido manteniendo un ritmo de crecimiento 
sostenido. 

 
»En este contexto, el objetivo global del presupuesto para 2025 y 

en consecuencia de la ley de acompañamiento se centrará en seguir impulsando 
un crecimiento sostenido y sostenible, innovador y transformador de la economía 
de Castilla y León, que garantice un tejido productivo moderno y competitivo 
en una economía global y conectada, utilizando las ventajas de las nuevas 
tecnologías y la transición energética y fomentando al máximo la iniciativa a 
través del emprendimiento. En el ámbito de los servicios públicos, continuar con 
la consolidación de la calidad, la igualdad y la solidaridad en todo el territorio”. 

 
Esta declaración genérica permite aproximarse al carácter y contenido 

del anteproyecto, de modo que las medidas relativas a ingresos y gastos se 
incardinan en la categoría de las llamadas “leyes de acompañamiento”, cuya 
finalidad última, recordada ya desde el Dictamen 625/2004, de 8 de octubre, 
de este Consejo Consultivo, no es otra que la de servir de complemento a la 
ley de presupuestos generales de la Comunidad, al regular las materias 
indispensables para dar efectividad a sus mandatos y que no puedan incluirse 
en aquélla, en virtud de lo dispuesto en el artículo 134 de la Constitución 
(sentencia del Tribunal Supremo de 27 de enero de 2003).  

 
Además de ello, el anteproyecto de ley viene a introducir modificaciones 

en varias normas. Este Consejo Consultivo ya ha señalado, en dictámenes 
emitidos en relación con anteproyectos de leyes de medidas de años anteriores, 
que el Tribunal Constitucional ha avalado la procedencia de esta técnica 
legislativa. Así, la sentencia del Tribunal Constitucional de 13 de septiembre 
de 2011, que desestimó el recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra 
la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del 
Orden Social, indica que “ningún óbice existe desde el punto de vista 
constitucional que impida o limite la incorporación a un solo texto legislativo, 
para su tramitación conjunta en un solo procedimiento, de multitud de medidas 
normativas de carácter heterogéneo”. En ella se argumenta que “el dogma de 
la deseable homogeneidad de un texto legislativo no es obstáculo insalvable 
que impida al legislador dictar normas multisectoriales, pues tampoco existe 
en la Constitución precepto alguno, expreso o implícito, que impida que las 
Leyes tengan un contenido heterogéneo”. 
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La sentencia rechaza también que este tipo de normas se encuentren 
limitadas en su uso o contenido. Señala sobre ello que, “Descartada ya la 
existencia de prohibición alguna en el Texto Constitucional a la existencia de 
las leyes complejas -así denominábamos, por ejemplo, en la STC 126/1987, 
de 16 de julio, a la Ley 5/1983, de 29 de junio, de medidas urgentes en materia 
presupuestaria, financiera y tributaria, que contenía normas relativas a las 
operaciones financieras del sector público, normas de contratación y normas 
tributarias (FJ 5)-, multisectoriales o de contenido heterogéneo, resta por 
determinar si existe algún límite a su uso o contenido, debiendo responderse 
a esta cuestión también de forma negativa, pues la Constitución no prevé que 
el principio de competencia o especialidad obligue a que sólo puedan aprobarse 
constitucionalmente normas homogéneas que se refieran a una materia 
concreta. A este respecto hay que señalar que no cabe duda de que sería una 
técnica más perfecta la de circunscribir el debate político de un proyecto de 
ley a una materia específica, lo que alentaría una mayor especialización del 
mismo y, posiblemente, una mejor pureza técnica del resultado. Sin embargo, 
los reparos que pudieran oponerse a la técnica de las leyes multisectoriales, 
por su referencia a un buen número de materias diferentes, no dejan de ser 
en muchas ocasiones otra cosa que una objeción de simple oportunidad, sin 
relevancia, por tanto, como juicio de constitucionalidad stricto sensu, tanto 
más cuando una y otra norma legal son obra del legislador democrático”. 

 
Concluye, por ello, que “aun aceptando que una Ley como la impugnada 

puede ser expresión de una deficiente técnica legislativa, no por ello cabe inferir 
de modo necesario una infracción de la Constitución, habida cuenta que el juicio 
de constitucionalidad que corresponde hacer a este Tribunal ̀ no lo es de técnica 
legislativa´ [SSTC 109/1987, de 29 de junio, FJ 3 c); y 195/1996, de 28 de 
noviembre, FJ 4], ni de `perfección técnica de las leyes´ (SSTC 226/1993, de 
8 de julio, FJ 4), pues nuestro control `nada tiene que ver con su depuración 
técnica´ (SSTC 226/1993, de 8 de julio, FJ 5; y 195/1996, de 28 de noviembre, 
FJ 4). Como señala el Abogado del Estado, la Ley 50/1998 es una ley ordinaria 
que no está necesitada de ninguna previsión constitucional para ser dictada ni 
se ve constreñida tampoco por ningún mandato constitucional. En sentido 
similar, apunta el representante del Senado, la ley ordinaria, como ley que 
emana de las Cortes Generales, puede entrar a regular cualquier materia no 
expresamente asignada a otro tipo legislativo, y es que, del bloque de la 
constitucionalidad no se deriva ni impedimento alguno para que se puedan 
aprobar lo que califica como ̀ leyes transversales´, ni exigencia de ninguna clase 
que imponga que cada materia deba ser objeto de un proyecto independiente, 
dado que las formas de manifestarse la voluntad de las Cámaras sólo tendrán 
un carácter limitado cuando así se derive del propio Texto Constitucional”. 
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Por tanto, sin perjuicio de la crítica que se realiza desde el punto de 

vista de la técnica normativa, esta doctrina constitucional (reiterada más 
recientemente en la Sentencia 161/2019, de 12 de diciembre) viene a avalar 
la posibilidad de aprobación de leyes en las que se contengan, junto a las 
normas sobre ingresos y gastos complementarias de la ley anual de presupuestos 
(aunque sin encaje en ella), modificaciones de distintas disposiciones legales 
referidas a materias diversas, como ocurre en este caso, por ejemplo, con las 
modificaciones del capítulo I del título II del anteproyecto, que recoge diversas 
medidas organizativas. 

 
Sin perjuicio de ello, se constata que el Consejo Económico y Social, en 

su informe previo, no considera apropiada la opción de incluir materias de 
carácter no tributario, ya que este anteproyecto, “como de ordinario venimos 
expresando, debería circunscribirse casi exclusivamente a la regulación de 
medidas de naturaleza tributaria que afecten a los ingresos y gastos de la 
Comunidad (para el caso concreto que nos ocupa, el título I del anteproyecto) 
o medidas que guarden una estrecha relación con la ordenación de tales 
gastos e ingresos (concepto dentro del que cabría encuadrar las `Medidas 
Financieras´ del título II del Anteproyecto), no pareciendo así adecuada la 
regulación de medidas referentes a aspectos de `gestión administrativa y de 
carácter organizativo´ (…) máxime cuando no consideramos que medidas de 
esta naturaleza puedan calificarse como `complemento a la consecución de 
determinados objetivos de política económica que se contienen en Ley de 
Presupuestos de la Comunidad para el año 2025´, y desde este punto de vista 
nos parece dudosa la inclusión en el texto informado del título III (que es el 
referente precisamente a `Medidas administrativas´) y, particularmente, 
consideramos que el capítulo I (`Medidas organizativas´) de este título III no 
debería formar parte en modo alguno de un anteproyecto de ley `de 
acompañamiento´(…)”; si bien el propio Consejo Económico y Social constata 
en este anteproyecto de ley “la menor extensión del contenido de naturaleza 
no tributaria o financiera que la de otros anteproyectos” sometidos a informe. 

 
4ª.- Observaciones al texto del anteproyecto. 
 
A) Exposición de motivos. 

 
Respecto a la parte expositiva de la norma, ha de recordarse que ha de 

facilitar, con la adecuada concisión, la comprensión de su objeto, aludir a sus 
antecedentes y al título competencial en cuyo ejercicio se dicta y ayudar a 
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advertir las innovaciones que introduce, con la aclaración de su contenido, si 
ello es preciso, para la comprensión del texto. 

 
Deben considerarse a tal fin las Instrucciones para la elaboración de los 

documentos que se tramitan ante los órganos colegiados de Gobierno de la 
Comunidad de Castilla y León, aprobadas por resolución de 20 de octubre de 
2014 del secretario general de la Consejería de la Presidencia. En ellas se 
diferencia un contenido general de la parte expositiva y otro específico en 
atención a la tipología de la norma. 

 
Como contenido general señalan que “La parte expositiva comenzará 

con una breve explicación de cuales sean las disposiciones de las que deriva o 
en las que encuentra su encaje la norma o el acuerdo. La exposición se hará 
de forma ordenada, comenzando por el derecho internacional o comunitario si 
existiese y, siguiendo por este orden, con la Constitución Española, el Estatuto 
de Autonomía de Castilla y León, la normativa básica estatal y la normativa 
autonómica.  

 
»Cabe citar, a continuación, si existiesen, los antecedentes 

normativos de la cuestión que se va a abordar en el articulado (…). 
 
»Posteriormente se describirá su objeto y finalidad, y las 

competencias y habilitaciones en cuyo ejercicio se dicta, indicando de manera 
expresa el fundamento competencial que se ejercita.  

 
»Deberán destacarse también los aspectos más relevantes de la 

tramitación, consultas efectuadas y principales informes evacuados, en particular 
la audiencia a otras administraciones públicas cuando se haya producido. 

 
»Si la parte expositiva es larga, podrá dividirse en apartados, que 

se identificarán, sin titular, con números romanos centrados en el texto”. 
 
Como contenido específico, en este caso, la parte expositiva debe describir 

su contenido y explicar las cuestiones más significativas de la regulación que 
aborda. Deben evitarse las aseveraciones que, por no contribuir a la descripción 
de la norma en los términos señalados y no constar justificadas en la memoria, 
puedan resultar puramente ideológicas o programáticas. 

 
De este modo, previamente a la elevación del anteproyecto de ley para 

su aprobación por la Junta de Castilla y León, deberá revisarse el contenido de 
la parte expositiva a la luz de las citadas Instrucciones, con el fin de garantizar 
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que se adecúa a sus determinaciones, en aspectos tales como el marco 
estatutario y normativo en el que se inserta, competencia que se ejercita y los 
aspectos más relevantes de la tramitación, consultas efectuadas y principales 
informes evacuados. 
 

En particular, la exposición de motivos no detalla la competencia que 
se ejercita en relación con las medidas administrativas del título III y, sobre la 
tramitación, trata de justificar la omisión de los trámites de consulta previa y 
audiencia e información pública, en las excepciones previstas en el artículo 
133.4 de la LPAC, precepto que no es aplicable a la iniciativa legislativa 
autonómica, tal y como ha declarado la STC 58/2018 y se ha expuesto en la 
consideración jurídica 2ª de este dictamen. 

 
Asimismo, se recomienda una última revisión del texto a fin de corregir 

redacciones defectuosas o algunos errores de puntuación y/o tipográficos, 
observación que se hace extensiva igualmente al articulado del anteproyecto. 

 
Finalmente, debe sustituirse en el último párrafo del anteproyecto de 

ley que se someta a la aprobación de la Junta de Castilla y León la frase “se 
dicta la presente ley” por la expresión “se aprueba el presente proyecto de ley”, 
ya que es éste el que ha sido objeto de las audiencias, informes y consultas a 
que se refiere dicho párrafo. 

 
Por lo que se refiere al articulado, se realizan las observaciones que a 

continuación se exponen. 
 
B) Observaciones generales. 

 
 Este Consejo Consultivo hace una valoración, en general, favorable del 
anteproyecto de ley desde el punto de vista de la técnica normativa: por un 
lado, porque, a diferencia de ocasiones anteriores, la regulación proyectada se 
ciñe casi en su totalidad (salvo el capítulo I del título III) ámbitos tributarios o 
financieros propios de una ley de acompañamiento de los presupuestos 
generales; por otro, porque algunas de las medidas proyectadas responden a 
recomendaciones técnicas efectuadas por el Consejo de Cuentas en materia 
de fiscalización de beneficios fiscales; y finalmente, porque algunas de las 
modificaciones proyectadas tienen por objeto precisar aspectos técnicos que 
redunden en una mayor claridad de las normas y, por ello, en la seguridad 
jurídica. 
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C) Observaciones al articulado. 
 

Título I.- Medidas tributarias. 
  

Artículo 1.- Modificación del texto refundido de las disposiciones 
legales de la Comunidad de Castilla y León en materia de tributos 
propios y cedidos, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2013, de 12 
de septiembre. 
 
 Tres son las observaciones que se realizan en relación con este artículo. 
 
 a) En primer lugar, se advierte un error en la modificación del apartado 
1 del artículo 2 del texto refundido, ya que la nueva redacción numera tal 
apartado como nº 2. 
 
 b) En segundo lugar, los apartados 1 y 2 del artículo 7 del texto refundido 
regulan las deducciones por adquisición o rehabilitación de la vivienda habitual 
por jóvenes en el medio rural, y por rehabilitación de viviendas en el medio rural 
para destinarlas al alquiler. Si bien es cierto que el anteproyecto de ley sometido 
a dictamen no contempla la modificación de estos apartados, este Consejo 
considera preciso reiterar las observaciones que, sobre el concepto de ruralidad, 
realizó en los dictámenes 437/2021, 518/2022 y 30/2024 y sugiere que se 
proceda a la modificación de dichos apartados, con el fin -como ya se indicó 
en esos dictámenes- de “evitar que la regulación (…) pueda ser fuente de 
discriminaciones no justificadas en relación con los objetivos que se persiguen”. 
 

c) Y en tercer lugar, en la redacción propuesta para el artículo 10 del 
texto refundido debe revisarse si son o no correctas las referencias al “artículo 
7 (apartado (sic) 2 y 3)” (en el apartado 1) y a los “apartados uno, dos y tres 
del artículo 7” (en la letra c) del apartado 3). De la nueva numeración que el 
anteproyecto da a los apartados del artículo 7 del texto refundido (apartado 6 
del artículo 1 del anteproyecto) se infiere que las referencias a los apartados 
2 y 3 (que figuran también en la redacción actual) debieran hacerse ahora al 
apartado 2 del artículo 7 y al artículo 7.bis. Por lo que se sugiere la revisión de 
este aspecto. 

 
Por otra parte, se recomienda que la cita de los apartados de los artículos 

de esta norma se haga con guarismos (1, 2, 3, ...) y no con letras (uno, dos, 
tres, …). 
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Artículo 2.- Modificación de la Ley 12/2001, de 20 de diciembre, 
de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad de Castilla y León. 

 
En relación con las modificaciones de los artículos 59, 63 y 78 de la Ley 

12/2001, referidos a los hechos imponibles de la tasa en materia de industrias 
agroalimentarias, la tasa por actuaciones administrativas relativas a actividades 
agrícolas y la tasa por prestación de servicios veterinarios, respectivamente, 
se advierte una cierta indeterminación en la configuración del hecho imponible. 
Así, junto a la descripción genérica inicial (“eliminando la enumeración de los 
supuestos gravados”, según indica la Memoria), el inciso final “y en particular 
las actuaciones descritas en [los artículos 61, 66 y 81]” sugiere que, además 
de los supuestos indicados en dichos preceptos, existen otros distintos que 
pueden constituir el hecho imponible. Por ello, debiera revisarse la redacción 
de estos artículos a fin de delimitar con precisión el hecho imponible de cada 
tasa o, de ser esa la intención pretendida, ceñirlo a las actuaciones relacionadas 
en aquellos preceptos. 

 
Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo de Castilla y León”. 

 
Por otra parte, se advierte que la nueva redacción dada al artículo 61, 

además de suprimir la palabra “euros” al final de todas las letras del apartado 
1 (lo que debiera incluirse por claridad), recoge en los apartados 2, 3, 4 y 6 el 
importe de las cuotas en pesetas y, entre paréntesis, en euros. Debe revisarse 
la redacción del precepto, ya que coincide literalmente con la aprobada en el 
año 2001 (tanto por la referencia a las pesetas, como por las cuantías que se 
contemplan). 

 
Disposición final tercera.- Entrada en vigor. 
 
La entrada en vigor de esta Ley, de medidas de acompañamiento de la 

Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad, prevista para el día siguiente 
al de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, debería 
acompasarse con la entrada en vigor de ésta el 1 de enero de 2025. No 
obstante, para el caso de que la vigencia no se produzca en esta fecha, la 
entrada en vigor de todas aquellas medidas que no sean estrictamente 
complementarias de los presupuestos de la Comunidad (como se ha indicado, 
algunas de las modificaciones previstas no van ligadas a los ingresos y gastos 
anuales) debería mantener la vacatio legis general de 20 días desde la 
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publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, o bien justificarse un plazo 
de vacatio legis diferente.  

 
D) Observaciones de técnica normativa. 
 
Se recomienda homogeneizar en la redacción de las normas los signos 

o términos empleados. Por ejemplo, se advierte en todo el texto la utilización 
indistinta de las expresiones “por ciento”, “por 100” y del signo “%”, así como 
del número (“cincuenta por ciento” o “10 por 100”) , lo que debería unificarse, 
al menos, en cada norma modificada. 

 
 

III 
CONCLUSIONES  

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Atendida la observación formulada al artículo 2 del anteproyecto, sin lo 

cual no resultará procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el 
dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León”, y consideradas las 
restantes, puede elevarse a la Junta de Castilla y León para su aprobación el 
anteproyecto de ley de medidas tributarias, financieras y administrativas. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


